
RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

BREWER CABÍAS, Alian R.: Fundamentos
de la Administración Pública, tomo I.
Editorial Jurídica Venezolana, Cara-
cas, 1980.

La aparición de un nuevo libro del
profesor BREWER CARIAS ha dejado de
ser noticia. Lo noticiable sería que este
autor dejara pasar más de seis meses
sin comparecer a su habitual cita bi-
bliográfica. Tan acostumbrados estamos
a confiar en su inagotable fecundidad
que no nos ha sorprendido lo más mí-
nimo la aparición de esta obra, cuando
apenas habíamos terminado de leer su
excelente libro sobre el Urbanismo y la
Propiedad Privada, editado en 1980 por
la misma Editorial.

El libro que comentamos nos intro-
duce en la materia a través de una cum-
plida síntesis del fenómeno administra-
tivo, de la Administración Pública como
conjunto orgánico y como actividad, en
la que estudia el principio de la división
de poderes, las diversas funciones del
Estado y las clases de éste (Absoluto,
Estado de Derecho y Contemporáneo).

Muy atinada nos parece la observa-
ción que el autor formula, a propósito
de la reacción liberal contra la Admi-
nistración Pública y la consolidación de
ésta, de que la Revolución francesa no
destruye la Administración, sino que la
fortalece. Sin embargo, sospechamos
que esa observación, cierta para España
y para Francia, que construyen en el
siglo xix su administración sobre el mo-
delo militar y napoleónico, y por ello
con una racionalidad y fortaleza muy
superiores a la Administración del An-
clen Regime, no se corresponde con la
realidad de la América Latina, en donde

seguirán las inercias de la Administra-
ción colonial que entrará en conflicto
con una concepción liberal y federal del
Estado de inspiración inglesa y federal
norteamericana. En otras palabras, pa-
rece claro que los países latinoamerica-
nos no tuvieron la fortuna, como Espa-
ña, de recibir el modelo centralista y
uniforme, extraordinariamente eficaz,
de la Administración francesa, y de
consolidarlo a través de las brutales
guerras carlistas que permitieron ente-
rrar los fueros y particularismos de los
poderes locales que, con grave peligro
del Estado español, ha puesto de nuevo
en pie la Constitución de 1978.

La construcción, por otra parte, de
una administración civil fuerte y eficaz,
tan necesaria para acometer la ingente
tarea de transformación social en Amé-
rica Latina pasa, desde luego, por un
fortalecimiento del poder ejecutivo y sin
duda también —como el autor propo-
ne— por su acercamiento a la periferia,
por desconcentración o delegación per-
manentes del poder presidencial, de la
misma forma que en Francia y en Es-
paña los Departamentos y Provincias,
Prefectos y Gobernadores acercan la
presencia y la acción del poder central
a todas las partes del territorio nacio-
nal. Esta solución, sin embargo, nos
parece contradictoria con un fortaleci-
miento de la descentralización política
y el reforzamiento de la estructura fe-
deral o regional y de una profundiza-
ción de la autonomía municipal, ya que
en los países latinos la Historia ha de-
mostrado hasta la saciedad —y España
y Francia son ejemplos paradigmáti-
cos— de la imposibilidad de cohonestar
la soberanía nacional con la de las re-
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giones o estados y municipalidades.
Cuando se intenta, o el sistema se per-
vierte, o se origina un proceso de deva-
luación del poder político que, como la
moneda, pierde valor cuando se multi-
plica más allá de ciertos límites.

Tampoco parece conveniente llevar
demasiado lejos en los países latinos
—como no se ha llevado nunca en el
Estado francés— el dogma de la inde-
pendencia del poder judicial y la multi-
plicación de otros controles sobre las
Administraciones públicas, bien a tra-
vés de la participación ciudadana di-
recta, tan de moda como inoperante en
nuestra cultura, o con la implantación
de instituciones exotéricas, como el om-
budsman, ya que a menudo lo que se
gana en control se pierde en eficacia,
porque el miedo a la responsabilidad
se traduce en inactividad administrati-
va, perpetuándose las situaciones socia-
les inadmisibles.

Huir, pues, del estéril anarquismo
político administrativo debe ser un ob-
jetivo tan fundamental domo el de re-
pudiar la tentación autocrática. En la
búsqueda' de una Democracia sencilla y
eficaz, que respeta los derechos huma-
nos y que reconoce el poder efectivo
—sin recortes ni contrapesos que lo ha-
gan inoperante— a aquellos que legíti-
mamente lo conquistaron en procesos
electorales regulares, está, a nuestro
juicio, el porvenir que, como es lógico,
no estará nunca libre de disfunciones
y patología.

La concentración de poder es, por otra
parte, absolutamente necesaria para
controlar, disciplinar y hacer producti-
vas las ingentes masas burocráticas que
han generado los Estados modernos, au-
ténticas plagas funcionales que agotan
en su propio mantenimiento y beneficio
los presupuestos públicos, como el au-
tor pone de manifiesto al referir el sis-
tema de corrupción administrativa, con-
tra lo que es imposible luchar, a nues-
tro juicio, confiando sólo en la fuerza
depuradora de la burocracia parlamen-
taria y judicial, tan inoperante y co-
rrompida, en ocasiones, como la admi-
nistrativa, sino por la vía más directa

de reforzar los mecanismos internos de
disciplina funcionaría!, reconstruyendo
el poder jerárquico en todos los niveles,
elevando el espíritu de servicio público,
a que alude el autor, y corrigiendo el
desnivel c rec ien te entre los deberes
—cada vez más olvidados— y los dere-
chos de los funcionarios, que no cesan
de ser potenciados. Esto es así desde
que en el régimen de la función públi-
ca ha penetrado la corriente paternal-
sindicalista del Derecho laboral, que no
encuentra en el sector público el con-
trapeso del poder y de los intereses pa-
tronales, sino que tiene enfrente a una
clase política turnante e interina que
no pierde el tiempo en oponerse a las
presiones corporativas de los funciona-
rios, trasladando al presupuesto y a la
sociedad, sin gran oposición, las de-
mandas y reivindicaciones de aquéllos.

Comentados estos aspectos, los más
excitantes del libro del profesor BREWER
CARIAS, debemos consignar que su pro-
blemática es mucho más extensa y am-
biciosa ya que otras partes se refieren
a la problemática de la Administración
Pública y el sistema jurídico (principio
de legalidad, poder discrecional, perso-
nas jurídicas en el campo administra-
tivo) y el régimen de la Administración
en su actuación económica (Sistema de
economía mixta, Planificación, Ordena-
ción del Territorio, Régimen de inter-
vención del Estado en la actividad eco-
nómica).

En definitiva, estamos en presencia
de un libro agotador de la materia ad-
ministrativa. Las Administraciones pú-
blicas son analizadas desde la política,
la economía y el derecho, sin perjuicio
de análisis anatómicos y estructurales
del sector público. Un libro apoyado en
las más recientes y valiosas bibliogra-
fías, como corresponde a un autor con
una doble y sólida formación anglosa-
jona y continental europea. Un libro,
en suma, válido para la problemática
política y administrativa del viejo y del
nuevo continente, donde la erudición y
la pasión política de servicio se conju-
gan en perfecto equilibrio como corres-
ponde a un honrado y brillante traba-
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jador intelectual, cuyo lema es asi de
sencillo según se dice en la dedicatoria
a sus hijos: estudio, estudio y más es-
tudio; trabajo, trabajo y más trabajo.

R. PARADA VÁZQUEZ

DELPÉRÉE, Francis: Droit constitutionnel
(tome h Les donnés constitutionnel-
les), Précis de la Faculté de Droit de
l'Université Catholique de Louvain,
Ed. F. Larcier, Bruselas, 1980, 495 pá-
ginas.

1. El profesor Paul DE VISSCHER, que
prologa el Précis, señala que la obra
bien pudiera haberse titulado: Ensayo
sobre la Constitución provisional de un
Estado en transformación.. Este es pre-
cisamente uno de los grandes atractivos
de un libro, que, sin embargo, no tiene
nada de aventurado ni es fruto de un
intento precipitado, coyuntural y super-
ficial, sino que tiene todas las carac-
terísticas de una obra madura, llamada
sin duda a perdurar en lo esencial y a
convertirse en uno de esos Précis clá-
sicos a que nos tiene acostumbrados la
cultura jurídica francófona. Cuenta el
autor que la obra es el resultado de
diez años de enseñanza en la Facultad
de Derecho de Lovaina y en las Facul-
tades bruselenses de San Luis. En ese
continuo banco de prueba que es la ta-
rea docente, a la que el profesor DEL-
PÉRÉE me consta está entregado con ilu-
sión y dedicación, ha tenido oportuni-
dad de ir perfeccionando sus reflexiones
y conceptos, promovidos tantas veces y
a buen ritmo por la intensa vida polí-
tica que está viviendo Bélgica en los
últimos quince años, que, como se sabe,
a los ciento cincuenta de su existencia
como Estado independiente, está trans-
formando profundamente su estructura
constitucional. El profesor DELPÉRÉE vie-
ne dedicando una sucesión de trabajos
a este proceso transformador de la
Constitución dando reiteradas pruebas
de su sólida formación jurídico-pública,
ampliamente ya reconocida en Bélgica
a pesar de su juventud.

2. El profesor Francis DELPÉRÉE es
Doctor en Derecho por las Universida-
des de Lovaina y de París. En Lovaina
es discípulo y colaborador de los profe-
sores DE VISSCHER y CAMBIER. En París,
de Marcel WALINE. Bajo la dirección de
éste preparó su tesis sobre Derecho Dis-
ciplinario de los funcionarios, que sería
publicada en 1969 por LGDJ bajo el tí-
tulo L'élaboration du droit disciplinaire
de la fonction publique, prologado por
el ilustre maestro francés. Ha publicado
diversos trabajos, del que destacaré uno
sobre la autonomía local en los tres paí-
ses del Benelux, muy claro y útil. Espe-
cialista en Derecho Público, ha comen-
zado por dedicarse sobre todo al Dere-
cho Administrativo, para pasar después
progresivamente, impulsado en buena
parte por los acontecimientos, al cultivo
del Derecho Constitucional. La obra que
ahora comentamos es una muestra de
la fecundidad que deriva de abordar los
temas constitucionales con un buen ba-
gaje de conocimientos jurídico-adminis-
trativos. Recientemente, en fin, ha pues-
to en marcha en Lovaina-la-Nueva, don-
de centra lo principal de su actividad
docente e investigadora, un Fonds d'étu-
des sur le droit des Communautés et de
Régions con un joven y prometedor
equipo de colaboradores, cuyas activi-
dades han de ser por fuerza especial-
mente interesantes para nosotros, espa-
ñoles, embarcados como estamos en esa
difícil tarea que es la gestación de un
Estado de las Autonomías. No es for-
tuito que el profesor DELPÉRÉE haya es-
cogido el tema autonómico como centro
principal de su actividad de investiga-
ción y de reflexión jurídicas: ahí está
el nudo gordiano de la nueva Consti-
tución belga. Bélgica y España, tan di-
ferentes por tantos conceptos y tan es-
trechamente vinculadas históricamente,
están viviendo en estos momentos un
proceso constitucional asombrosamente
semejante. El que los belgas hayan co-
menzado el camino unos años antes que
nosotros —aunque a decir verdad la
aceleración histórica de nuestro propio
proceso está llevando a situarnos por lo
menos en situación paralela— indica ya
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el interés que para nosotros ha de te-
ner conocer bien sus experiencias. Y
este Précis de DELPÉRÉE nos transmite
esa experiencia en sus más recientes
frutos, permitiéndonos ponernos plena-
mente al día en la información sobre
el tema, completando la que nos ofrece
al respecto, por ejemplo, el estudio que
Antonio DE LA MORENA BALLESTEROS pu-
blicó hace poco en «Documentación Ad-
ministrativa» (n.° 187) sobre El problema
regional en el Derecho Público y en la
práctica política belga.

3. La obra que comentamos se pre-
senta como tomo I de un manual de
Derecho Constitucional y en él se abor-
dan sucesivamente a título de elementos
constitucionales esenciales: primero la
noción, caracteres, utilidad, etc., de la
Constitución misma, fundamento y ex-
plicación del Estado y del Derecho posi-
tivo; en segundo término, el concepto
y la situación jurídica de los ciudada-
nos en cuanto tales y en su mas radical
condición de personas humanas, titula-
res de un conjunto de derechos-funcio-
nes, derechos y libertades que no son
sino manifestaciones o dimensiones di-
ferenciables del atributo de la libertad,
que con carácter de indivisible corres-
ponde al hombre y es o debe ser el fun-
damento y fin de la Constitución, y, fi-
nalmente, los rasgos básicos de la orga-
nización del Estado y de las demás
colectividades políticas que la Constitu-
ción establece como poderes públicos
encargados de promover y garantizar
los intereses colectivos. Cada uno de
estos tres grandes temas ocupa uno de
los tres Libros en que sistemáticamente,
y con gran equilibrio, el autor ha divi-
dido este tomo I. Los dos primeros
—Constitución auténtica y Carta de Li-
bertades, una y otra fundadas sobre la
primacía del Derecho y de la persona
humana— merecen ciertamente Ja cuali-
ficación que de ellos hace el profesor
DE VISSCHER en el Prólogo: se trata, en
efecto, de los dos firmes pilares sobre
los que debe descansar el conjunto del
orden constitucional y, en consecuencia,
todo el ordenamiento jurídico que trate
de permanecer fiel al ideal del Estado

de Derecho. Sobre esta idea central DEL-
PÉRÉE ha llevado a cabo un análisis sis-
temático de la multiplicidad de aspec-
tos y problemas que entraña una rigu-
rosa y coherente conceptualización jurí-
dica de ambos temas, proporcionándo-
nos una exposición clara y bien trabada,
que aporta luz y sugerentes perspecti-
vas en variados puntos de tan importan-
te y fundamental materia. Allí encon-
trará el lector reflexiones o posiciones
útiles sobre la naturaleza y carácter de
toda verdadera Constitución, sobre las
leyes especiales, equivalentes a nues-
tras leyes orgánicas, sobre la prelación
de las fuentes del Derecho y el método
con que han de interpretarse todas ellas
comenzando por la Constitución, sobre
el control de constitucionalidad o, en
fin, sobre la naturaleza del Derecho
Constitucional en c u a n t o disciplina
científica y sus relaciones con el Dere-
cho Administrativo. Allí' se nos brinda
también la oportunidad de examinar
en una visión de conjunto, pero descen-
diendo también a detalles, las liberta-
des públicas, los derechos humanos.
Siendo una la libertad —dice DELPÉ-
RÉE—, el Derecho público la dota de con-
tenido efectivo al poner de relieve sus
diferentes facetas (pág. 188). Todas las
principales cuestiones están tratadas o,
al menos, sugestivamente apuntadas:
tanto la condición de ciudadano y sus
derechos-funciones de participación po-
lítica y administrativa, como la condi-
ción humana y sus diversas libertades:
las libertades primarias, condicionantes
de todas las demás (derecho a la vida,
a la integridad física, a la libertad de
movimientos, a la autonomía de la vida
privada que se manifiesta en el domi-
cilio, la correspondencia, etc., y derecho
a la seguridad jurídica cara a los Po-
deres públicos, sobre la base de la ley
y la garantía del juez y conforme al
principio de igualdad), las libertades re-
lativas al ejercicio y expansión de las
facultades personales (tanto las espiri-
tuales de pensar, creer o expresarse,
que se revelan en las libertades de opi-
nión, cultos, enseñanza, prensa o ex-
presión lingüística, como los materiales
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qui; se realizan en el derecho a la pro-
piedad y a la posesión, que el autor
corisidera signo y condición de la ver-
dadera autonomía personal, recogiendo
expresiones del profesor RIVERO (página
2311), las libertades instrumentales (de
reunión, manifestación y asociación) y,
en fin, las llamadas nuevas libertades,
respecto de las cuales los Poderes pú-
blicos asumen deberes no sólo de no
hacer y de hacer sino también de dar,
generalmente en forma de prestaciones
pecuniarias, y que DELPÉRÉE considera
con acierto o bien como exigencias de
la libertad en las condiciones de la vida
contemporánea (así el derecho al tra-
bajo en sus distintas dimensiones, el
derecho a la salud o el derecho a la
seguridad social), o bien como algunas
de las mismas libertades clásicas, más
plenamente comprendidas en toda la
hondura de su contenido, como sería el
caso del derecho a la información, el de-
recho a la instrucción o educación y a la
cultura, y lo que denomina el derecho
a la seguridad económica. El autor com-
pleta este cuadro refiriéndose a otros
derechos que derivan de la inserción
del hombre en la familia o en otras
instituciones de la vida social y política.
Y todo este estudio sobre las libertades
se cierra con el de los medios jurídicos
—sin excluir los políticos— necesarios
para su protección y garantía, donde
encontramos, por ejemplo, interesantes
reflexiones comparativas sobre las téc-
nicas preventivas y represivas.

4. La parte que me parece de mayor
utilidad para el momento actual de la
problemática jurídico-pública española
es sin duda la tercera, donde DELPÉRÉE,
gran conocedor del tema, lleva a cabo
un riguroso y bastante amplio análisis
de la nueva estructura plural de los
Poderes públicos constitucionales belgas,
dando cuenta de las reformas constitu-
cionales del verano de 1980, que vienen
a completar en una medida trascenden-
tal las realizadas en 1970, aunque aún
queden importantes aspectos de dicha
reforma pendientes de desarrollo y apli-
cación. Es sumamente interesante, para
nosotros, a pesar de las considerables

d i fe renc ias geográficas, demográficas,
económicas, sociológicas, históricas, etc.,
que nos separan del Reino belga, cono-
cer bien el proceso y dos resultados del
fenómeno regionalizador y descentrali-
zador que está viviendo esa nación.
Encontramos allí la institucionalización
de Poderes regionales autónomos dota-
dos de potestad legislativa —el decreto,
en su terminología—, una organización
institucional, un cuadro de competencias
y un sistema de financiación y de rela-
ciones con el Estado y con las Colecti-
vidades locales inferiores, que presenta
grandes similitudes con nuestras Comu-
nidades Autónomas cons t i tuc iona les .
Cierto que en Bélgica, por el momento
al menos, el fenómeno de las autono-
mías regionales comunitarias se desdo-
bla en dos realidades institucionales
distintas: las Comunidades lingüistico-
culturales, por una parte —el articulo 3°
ter de la Constitución en su redacción
de 17 de julio de 1980 reconoce tres: la
francesa, la flamenca y la germanófo-
na— y las Regiones autónomas, por otra
—que, según el artículo 107 quáter, en
su redacción de 24 de diciembre de 1970,
son otras tres: la valona, la flamenca
y la bruselense. Hay que decir, sin em-
bargo, que utilizando la previsión intro-
ducida en el artículo 59 bis de la Cons-
titución por la reforma de 17 de julio
de 1980, la Ley especial de reformas ins-
titucionales de 8 de agosto de 1980 ha
refundido las instituciones de la Comu-
nidad y de la Región flamencas (artícu-
lo 1.°), aunque la Comunidad francesa
y la Región valona mantienen sus insti-
tuciones separadas. Como se sabe, el
origen de esta escisión de instituciones
tiene su principal causa en la peculiari-
dad problemática de Bruselas.- enclavada
en zona territorial flamenca, el 80 por 100
de la población que reside en los 19 mu-
nicipios de la Aglomeración bruselense
es francófona. Además, el articulo 3." bis
de la Constitución, en su redacción de
24 de diciembre de 1970, declara bilin-
güe a la «región» de Bruselas. Ello hace
que las dos Comunidades lingüístico-
culturales, que no son Entidades públi-
cas estrictamente territoriales sino per-
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sonales, ejerzan sus competencias no
solamente sobre las respectivas regio-
nes flamenca y valona—dejando a sal-
vo en esta última las competencias de la
comunidad germanófona, de muy redu-
cidas dimensiones— sino también sobre
las personas físicas y jurídicas domici-
liadas en la región de Bruselas, tenien-
do así un alcance competencial que no
coincide con los limites territoriales de
las Regiones. Hay que decir, no obs-
tante, que tras la organización dispues-
ta en 1980, sin perjuicio de la diferen-
ciación orgánica e institucional, tanto
los Consejos comunitarios como los re-
gionales creados por la Ley especia'
citada de 8 de agosto de 1980 en ejecu-
ción de mandato constitucional se com-
ponen por los senadores directamente
elegidos por el cuerpo electoral de las
respectivas Regiones o Comunidades
(art. 24), lo que —además de la coinci-
dencia básica de quienes compondrán
los principales órganos de Comunidades
y Regiones— equivale a decir que, una
vez aplicada la reforma, el Senado pasa
a ser una Cámara de representación re-
gional-comunitaria, dando forma a una
participación cooperativa de las autono-
mías en el Estado, típica de las estruc-
turas federales.

5. Por otra parte, la implantación
de las entidades regionales y comuni-
tarias y sus órganos se produce en Bél-
gica por un cauce distinto que en Es-
paña. Allí han sido la Constitución e
inmediatamente después la ley especial
o la ley ordinaria quienes han operado
la creación y regulación de dichas En-
tidades. No hay en Bélgica, propiamen-
te hablando, Estatutos de Autonomía
para cada Región o Comunidad y menos
con el carácter paccionado que estas
normas tienen en nuestro ordenamien-
to jurídico. Ello implica diferencias no
desdeñables. Sin embargo, tanto en un
ordenamiento como en el otro, todos
los poderes públicos dimanan de la so-
beranía de una única nación y de las
disposiciones de una única Constitu-
ción, por lo que tanto en Bélgica como
en España, puedo seguirse hablando en

lo fundamental de la existencia de un
único Estado o de un Estado unitario,
cuyo poder constituyente puede reorde-
nar cuando lo estime necesario todo lo
relativo a los Poderes autónomos. En
uno y otro país, por lo demás, el Poder
Judicial permanece también en las ma-
nos exclusivas del Estado. Los perfiles
federalizantes —si así se les quiere de-
nominar— que, fuera de estos extre-
mos, se observan en uno y otro Estado,
son, con todo, muy considerables y si-
milares, aun asegurándose en ambas
partes un margen suficiente para el
poder ordenador básico del Estado, del
Poder central, a través de técnicas de
reserva que en el fondo presentan gran-
des semejanzas, tanto en el orden eco-
nómico como en el orden educativo y
cultural, aunque también podamos de-
tectar algunas interesantes diferencias.
La problemática sobre el decreto regio-
nal o comunitario —nuestras leyes te-
rritoriales, comunitarias o autonómi-
cas— recuerda de inmediato la que te-
nemos planteada en España, aunque me
parece que nuestro ordenamiento y
nuestra doctrina ha logrado desarrollos
y análisis más completos.

6. En fin, no es éste el lugar ade-
cuado para hacer un examen detenido
de los diversos puntos que en materia
de autonomías ofrece interés la infor-
mación y las reflexiones que nos ofrece
el libro del profesor DELPÉRÉE. Añadiré
únicamente y en forma resumida una
referencia a las direcciones que a jui-
cio del autor debe seguir el proceso,
aún abierto, de o rgan izac ión de las
autonomías en Bélgica: simplificación
del cuadro de instituciones locales —re-
forzamiento de los Municipios, que tras
1977 se han reducido a la cuarta parte
en una gran operación de ajustamiento
de sus dimensiones a las necesidades
actuales, y supresión de las Provincias-
Entidades locales—, coordinación de las
instituciones regionales y comunitarias
y, en fin, reforma de las instituciones
nacionales del Estado. La primera y la
tercera de estas' direcciones —la segun-
da es peculiar de la problemática. Jin-
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güística-cultural belga— son probable-
mente válidas para la construcción del
Estado español de las Autonomías.

J. L. MARTÍNEZ LOPEZ-MUÑIZ

FUERTES SUÁREZ, José Luis: Función pú-
blica, reforma administrativa y Estado
autonómico. Ed. Cívitas, Madrid, 1981.

El estudio del profesor FUERTES SUÁ-
REZ se incardina dentro de este movi-
miento general de administrativistas
que ha decidido lisa y llanamente pro-
ceder a un estudio acabado de la Cons-
titución con la finalidad de obtener su
inmediata aplicación.

Por razones que no son ahora del caso
exponer, parece necesario destacar que
han sido precisamente los estudiosos del
Derecho Administrativo, y muy singu-
larmente la escuela del profesor GARCÍA
DE ENTERRÍA, quienes han procedido a
analizar las consecuencias jurídicas que
para el Derecho Público tiene nuestro
Primer Texto; además, haciéndolo des-
de una perspectiva estrictamente jurí-
dica, y sin incursiones a otros temas,
de acuerdo precisamente con lo que
exige el Derecho Administrativo.

De entre estos temas constituciona-
les, la doctrina se preocupa necesaria-
mente de la problemática importante
que supone la configuración de una
nueva consideración del Estado y muy
singularmente del arduo tema de las
autonomías. Es aquí precisamente don-
de se sitúa el estudio de FUERTES SUÁ-
HEZ, toda vez que el Estado autonómico
exige una aclaración de los medios ne-
cesarios para construirlo, y ello supone
incidir en un tema de clara trascen-
dencia, cual es el de la función pública.

Precisamente en estos momentos se
produce una continuada discusión polí-
tica sobre temas de capital importancia
como son los referidos al traspaso de
los funcionarios, y en general toda Ja
reforma de la Administración Pública a
fin de conseguir que, en efecto, las
Comunidades Autónomas además de

servir de cauce ideal de las aspiracio-
nes políticas, también pueda ser utiliza-
do como el camino idóneo para obtener
la deseable unión entre la Administra-
ción Pública y el ciudadano, que indu-
dablemente es uno de los objetivos a
conseguir en nuestro Ordenamiento.

No faltan, en efecto, continuadas in-
vocaciones de nuestra mejor doctrina
clamando por una reforma de la Admi-
nistración Pública que suponga unas
mayores dosis de honestidad y eficacia
en su funcionamiento y que permita
elevar la dignidad del administrado
frente a la actual situación, que no es
necesario insistir, dista mucho de ofre-
cer al ciudadano esa mínima eficacia
a todas luces exigible.

Precisamente un grave inconveniente
que se produciría en la nueva Adminis-
tración autonómica sería reproducir los
inconvenientes de la Administración
Central tal como la hemos venido pa-
deciendo. Una enorme desilusión se
producirá en los ciudadanos si los há-
bitos, pautas y conductas de la Admi-
nistración autonómica siguen siendo
los mismos que los de la Administración
pasada. En efecto, una de las ideas que
debe constituir el eje de la nueva Ad-
ministración ha de consistir en acer-
car esa Administración al ciudadano
y resolverle los problemas allí donde
se le han presentado; bien entendido
además, la nueva Administración debe
ser consciente de la devotio política
que se le impone, reconociendo en el
ciudadano al verdadero dóminus de la
relación, toda vez que la fiducia que
éste le entrega reconoce en dicho ciu-
dadano al verdadero titular último del
poder político, y no al revés, como des-
graciadamente ha venido sucediendo úl-
timamente. Si en algo sirve, en efecto,
de justificación última a todo el régimen
funcionarial de las nuevas Administra-
ciones autonómicas no es otro que otor-
gar al ciudadano un papel digno en
sus relaciones con la Administración,
ya que ésta en Ja situación anterior
produjo un fenómeno de sustitución del
poder político por el poder burocrático,
de suerte que se confundían los pape-
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les jugados por burócratas y políticos
que prácticamente venían a coincidir.
No hace falta ser un lince para com-
probar que la carrera administrativa
era el imprescindible trampolín para
obtener el poder político, a través de la
plusvalía política con que se quiso dotar
a Ja élite intelectual de la clase media.

No se trata en absoluto de afirmar
ninguna culpabilidad en nada ni en na-
die, antes bien, ese papel era el arma-
zón elemental de la Administración y,
consecuentemente, el mero hecho de
adscribirse a la burocracia podía supo-
ner una forzatura en orden a jugar
ese papel. Lo único que se trata de
afirmar es que, inconscientemente, mu-
chos utilizaron esa plataforma, y arras-
trando esa mentalidad, produjeron esa
inversión en los papeles a jugar por la
Administración y el ciudadano, que-
dando aquélla lastrada con una menta-
lidad de poder y el ciudadano con una
consecuente pérdida de su posición ju-
rídica.

Esto tiene que ser corregido a partir
de una reforma de la Administración,
y ello puede ser enormemente acele-
rado a partir de la creación de una
Administración Autonómica eficaz, que
se reconozca como democrática y par-
ticipada y que sea consciente del pa-
pel vicarial que tiene que tener res-
pecto de el ve rdade ro poseedor del
poder político, que no es otro que el
ciudadano.

Si, por el contrario, la Administra-
ción Autonómica reproduce los esque-
mas heredados, se habrá abortado el
más claro y oportuno intento de con-
solidar una Administración moderna,
liberada de la carga decimonónica que
todavía la persigue y que se traduce
en esa perpetuación de ideas fijas que
trabajan solapadamente con la exclu-
siva finalidad de aumentar el poder
interno de la propia Administración con
olvido absoluto del ciudadano.

Lo anteriormente señalado exige la
adecuación de unos medios técnicos
que supongan la mínima base necesa-
ria para conseguirlos. Es aquí donde

oí libro de FUERTES SUÁRZZ se muestra
como enormemente útil.

Parte para ello de la actual situación
en que la Función Pública se encuentra;
poniendo de manifiesto la importancia
que las normas jurídicas tienen y seña-
lando cuál es la verdadera situación en
que hoy nos encontramos respecto de
la consecución de los objetivos antes
señalados.

Se estudia la imprescindible demo-
cratización de la Función Pública y las
reformas posibles realizadas en los re-
gímenes estatutarios. Para ello se se-
ñala la actual regulación jurídica en la
Administración Central y Periférica,
así como en la Local e Institucional.
Poniéndose a continuación de relieve
la importancia que tiene la Constitu-
ción como norma de aplicación directa
en cuanto a la relación funcionarial, y
así es como se estudian los derechos
de sindicación y huelga.

Se hace especial hincapié en la ne-
cesidad de independencia y neutralidad
de los funcionarios y «n la carrera Ad-
ministrativa, asi como en la garantía
que han de tener los administrados so-
bre los servicios públicos.

So estudian los problemas principales
de la reforma Administrativa comparán-
dosela, además, con la Administración
privada, y señalando los problemas que
premonitoriamente planteará el Estatuto
de la Función Pública.

Especial consideración se dedica en
este libro al problema de la construc-
ción de la Función Pública autonómi-
ca, ofreciéndose un ramillete importan-
te de ideas para señalar los problemas
de^la burocracia en un Estado como el
Autonómico y muy importantemente
planteando los problemas sobre el tras-
paso de funcionarios y la selección de
funcionarios por las Comunidades.

Se señalan asimismo los contenidos
concretos que los regímenes estatuta-
rios ofrecen, y sin dejar ningún pro-
blema se estudian también los proble-
mas de los estatutos ya aprobados.
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En suma, nos encontramos con un
valioso libro técnico de imprescindible
manejo para una cabal comprensión
del tema autonómico.

J. E. SORIANO GARCÍA

LARIO, Dámaso de: Sobre los orígenes
del burócrata moderno. Publicaciones
del Real Colegio de España, Bolonia,
1980.

El libro cuya recensión hacemos, me-
rece ser destacado dentro de los que
apoyan su realización en un estudio
profundo y bien cimentado y que, sin
embargo, es capaz de asumir bien el
riesgo de afrontar una tesis enorme-
mente novedosa sobre el tema. Ni más
ni menos que centrar muy concreta-
mente el momento en que aparece el
burócrata en el sentido moderno, con
todas las características que la Ciencia
de la Administración predica en nues-
tros dias.

El interés que reviste el libro, por
tanto, es enorme para los administra-
tivistas, al mismo tiempo que consti-
tuye un impecable estudio de Historia
Moderna que sorprende por su facili-
dad de convicción, transparencia expo-
sitiva y cuidadosa metodología.

Para centrar los aspectos de mayor
relevancia en cuanto se refiere al De-
recho Administrativo, entendemos que
vale la pena un breve examen a la per-
sonalidad del autor y método de inves-
tigación, toda vez que aparte de otros
valores este libro reviste unas ciertas
características en su preparación que
parecen sumamente ilustrativas.

Empezando por el autor, hay que
destacar su doble formación como his-
toriador y como profesional especiali-
zado. En efecto, el trabajo del doctor
DE LARIO se incardina dentro de la me-
jor tradición histórica de nuestra es-
cuela. Discípulo directo del malogrado
REGLA, asimismo con apreciables cono-
cimientos jurídicos por su formación
posterior, y con un enorme conocimien-
to directo de nuestra burocracia como

diplomático en servicio activo, coinci-
den en el autor raras circunstancias
difícilmente repetibles que le permiten
llegar rectamente al fondo de los te-
mas, eliminando los datos anecdóticos
de escaso interés y escogiendo perfec-
tamente el material más adecuado. Todo
lo cual le permite exponer en síntesis
apretada los datos fundamentales que
constituyen los pernos básicos en que
apoyar su tesis.

Asimismo merece especial atención
el tiempo dedicado por el autor a la
realización de este trabajo, que tuvo
su parte central en los dos años que
pasó el autor en el colegio San Cle-
mente, de Bolonia, y que luego ha sido
continuado en Madrid, Londres y Pa-
rís, en sus principales archivos.

De todo ello obtenemos una primera
conclusión: se trata de un trabajo he-
cho con profundidad y enorme interés,
tal como debe ser hecho el trabajo cien-
tífico.

El prólogo lo hace DOMÍNGUEZ ORTIZ,
que sugiere algunos aspectos que más
adelante el autor podrá completar en
futuros trabajos. Tras una breve nota
del autor aparece una espléndida in-
troducción que realiza en cooperación
con E. LINDE PANIAGUA, cuya presenta-
ción obviamos, naturalmente.

En efecto, no suele ser común en
nuestra patria la realización de traba-
jos conjuntamente, quizá por el exceso
individualista que tenemos en general.
Y, sin embargo, cuando se ha produci-
do un trabajo en cooperación los re-
sultados han sido asombrosamente fe-
cundos; baste pensar en la obra de
GARCÍA DE ENTERRÍA y TOMÁS RAMÓN FER-
NÁNDEZ, que muestran un camino a
seguir.

Pues bien, si como señalábamos es
inusual el trabajo en equipo, aún es
mas raro que tenga carácter interdis-
ciplinar. Curiosamente eso es lo que
sucede aquí, donde un Jurista y un
Historiador en perfecta compenetra-
ción exponen en forma irreprochable
una tesis que obtiene de esta manera
un resultado feliz.
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En esta introducción no existe un
solo aspecto desaprovechado, y se ex-
pone claramente un método eficaz y
apasionante de trabajo que por sí solo
valdría ser comentado.

Parten ambos autores de un objetivo
común que justifica el trabajo también
en común. Se trata de descubrir histó-
ricamente los orígenes de la moderna
burocracia; lo cual impone no sólo
unos amplios conocimientos de Historia,
sino también de la Ciencia de la Admi-
nistración y Derecho Administrativo.

Establecen unos presupuestos históri-
cos que explayan delante del lector la
base científica necesaria para explicar
el estudio que luego hacen, él consiste
en una detallada exposición del camino
investigador que va a concretarse en
un aspecto tremendamente jurídico: El
Estudio de los Estatutos.

Esta perspectiva, absolutamente ori-
ginal, será la base del trabajo que en
el cuerpo del libro hará después DE
LARIO.

Por razones que se nos ocultan, es
evidente el menosprecio que los histo-
riadores tienen por el aparato norma-
tivo; desprecio éste que quizá oculte
una cierta dosis de ignorancia. Es ob-
vio, sin embargo, que las normas es-
critas no aparecen por pura casualidad
o accidente. Y ésta será la premisa de
la que parte el autor. Lo cual facilita
enormemente la comprensión de la ma-
teria y la labor expositiva.

Sea, pues, bienvenido este tipo de tra-
bajos, que supone indudablemente una
fecunda simbiosis que aumenta la di-
mensión de los trabajos tanto jurídicos
como históricos.

Entrando en un análisis breve del
contenido de este libro, hemos de se-
ñalar que se divide en tres grandes ca-
pítulos que, acompañados de un im-
portante apéndice documental y de
unos esquemas gráficos muy claros,
reflejan con enorme claridad el aparato
teórico expuesto en sus páginas.

El primer capítulo se refiere al cua-
dro histórico en que el autor sitúa el
tema de estudio, y que tras señalar

brevemente el origen de la institución, »
permitirá recorrer las distintas etapas
del Colegio hasta centrar el tema so-
bre el punto exacto del análisis, es de-
cir, la impermeabilización habsburgue-
sa, encontrándose claramente fijada la
polémica que la formación de este tipo
de burócratas albornocianos iba a pro-
vocar.

En este apartado será fundamental
el estudio de las reformas estatutarias
de acuerdo con el método anunciado,
sentándose también los fundamentos
que permitirán al autor seguir la men-
talidad de la época y propiamente la
de los colegiales.

El sistema institucional constituye
un importante apartado, donde se des-
cubren cuáles eran los poderes que
presionaron para que la pragmática de
Felipe II ordenara el mantenimiento
de la Fundación.

Son analizados todos y cada uno de
los centros de poder que constituían
un entramado muy complejo configu-
rador de la política de la época. Quizá
lo más jugoso del libro se encuentre
en la perfecta ubicación del objeto, que
no es otro que descubrir el juego de
influencias y poderes en que se situaba
aquella época, siendo así que DE LARIO
explicará claramente la actitud sicoló-
gica de los miembros de esta institu-
ción y, por tanto, serán muy claros
los pasajes en que se describa qué es
y aún más quién es el verdadero de-
tentador del poder en esta época y la
enorme trascendencia que tenía de cara
a la formación de una incipiente buro-
cracia, bastón de apoyo del Rey en una
perdida batalla contra la Nobleza.

El último capitulo plantea los temas
referidos al funcionamiento del Cole-
gio y sirve de prueba del papel asig-
nado a los colegiales con una descrip-
ción de su procedencia y extracción y
de la carrera administrativa que tenían
que seguir.

DE LARIO, que se configura como un
notable autor, debe continuar en esta
línea de investigaciones para proceder
a recuperar sin complejos una imagen
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nítida del verdadero papel jugado por
España en un tema tan importante co-
mo la formación de la burocracia.

J. E. SORIANO GARCÍA

LÓPEZ RAMÓN, Fernando: La conserva-
ción de la naturaleza: los espacios
naturales protegidos. Ed. Studia Albor-
notiana, Bolonia, 1980.

Poco tiempo ha pasado desde que pu-
blicó el autor su libro La protección
de la fauna en el Derecho español,
cuando tenemos de nuevo la oportuni-
dad de apreciar su especialización en
temas jurídico-ambientales y su gran
conocimiento de las instituciones admi-
nistrativas que sabe aplicar correcta-
mente a la materia objeto de su in-
vestigación. En esta ocasión la obra,
sugestivamente prolongada por el Cate-
drático Lorenzo MARTÍM-RETORTILLO, ana-
liza una materia muy específica den-
tro de las intervenciones que el Estado
realiza en los diferentes ámbitos de la
vida social y económica, y sobre él ha
aplicado el autor criterios de investiga-
ción que, por un lado, nos dan un con-
junto coherente al haber sabido recon-
ducir sobre el mismo un análisis mul-
tidisciplinar, y, por otro, proporciona
concretas aplicaciones de instituciones
administrativas sobre el tema. Con ello
se demuestra la virtualidad de dichas
instituciones en cuanto al rigor que
prestan a la investigación y las posibi-
lidades instrumentales que ofrecen pa-
ra la solución de las dificultades pro-
pias de los problemas jurídico-adminis-
trativos que ponen en juego, como en
el presente caso, la tutela de intereses
colectivos frente a derechos concretos
de los particulares.

Como sintéticamente señala el autor,
el estudio arranca del planteamiento
constitucional sobre el ambiente y la
naturaleza, pasando luego a ofrecer el
contraste del restante derecho positivo,
y en concreto de los principios a que
responde nuestra; tradición normativa

sobre parques nacionales hasta el pre-
sente. Con esa base entra luego en el
estudio del concepto y clases de los es-
pacios naturales protegidos y de los
principales problemas que su régimen
jurídico plantea, así, entre otros, la
forma de declaración y su significación
administrativa, la regulación de las ac-
tividades, la teoría de la indemnización-,
la organización administrativa y las
competencias del Estado y de las Co-
munidades Autónomas sobre tales espa-
cios.

El tratamiento de las señaladas ins-
tituciones es el que marca la altura
científica del trabajo que comentamos
dentro del campo del derecho adminis-
trativo, cuyas técnicas ha sabido el au-
tor aplicar correctamente al objeto de
su investigación, que queda así tras-
cendida sobre lo que podría haber sido
un mero estudio sociológico sobre el
deterioro de la calidad de la vida en la
moderna civilización o los problemas
que provoca en el mundo social y eco-
nómico la protección del ambiente.
Cabe, sin embargo, señalar, y ello hace
más sugestivo el trabajo, que no se
han evitado las implicaciones socio-
económicas que de él brotan necesaria-
mente, así como que se plantean y re-
suelven cuestiones tan vivas como la
evolución de los diversos organismos
administrativos que se han ocupado en
nuestro país del tema y el trasfondo
socio-político de dichos cambios, los por
qués de las instituciones en cada con-
texto histórico e incluso los intereses
que en cada caso han juzgado y hecho
presión para que aquéllas se encaucen
por un camino y no por otro.

Se ocupa el trabajo que comentamos
de profundizar en un análisis inicial
profundo y crítico de los avatares his-
tórico-políticos que, como en tantas
otras instituciones jurídicas, han con-
formado los criterios y pautas norma-
tivas de la protección de los Parques
Naturales. Para ello parte el autor de
la legislación de 1916 en que quedaron
plasmados los modos de defensa de las
bellezas naturales y de forma más ge-
neral la política de conservación de la
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Naturaleza, hasta llegar a la constitu-
ción del tema en el artículo 45 de la
Constitución Española de 1979, con lo
que se implantan los principios esen-
ciales que han de regir la política ju-
rídica del ambiente. Dicho articulo in-
cluye en la protección del ambiente a
la naturaleza en general, con lo que
establece la protección de los concretos
espacios naturales, por lo que las pos-
teriores declaraciones protectoras ema-
nadas de las Cortes o del Gobierno, al
tutelar un territorio declarándolo es-
pacio natural protegido, se limitarán
a dar cumplimiento a lo dispuesto en
la Constitución, pero tendrán dificul-
tad en actuar en sentido inverso, ya
que la tutela constitucional podría im-
pedir una ley o decreto que suprimiera
un parque nacional.

También la Constitución, al regular
el tema, imprime un giro a la anterior
concepción elitista de la naturaleza que
propugnaba la idea de que sólo algu-
nos excepcionales y privilegiados luga-
res naturales necesitan y merecen una
protección pública, frente a dicho cri-
terio de Constitución viene a estable-
cer un tratamiento más amplio de la
naturaleza, lo que lleva consigo una
mayor extensión en las técnicas de tu-
tela. Y es que una consideración huma-
nista de la protección a la naturaleza
conlleva el que, junto a planteamien-
tos estáticos de simple tutela y con-
servación o incluso de goce público, se
inserten en el sistema protector fina-
lidades dinámicas de carácter socioló-
gico que den lugar a compensaciones
en favor de los grupos de población a
los que puedan afectar las limitacio-
nes que las instituciones protectoras
implican. De hecho un grupo de fina-
lidades no tiene por qué contradecir
la aplicación y virtualidad de las otras,
y el beneficio que pueda derivarse de
aquéllas no ha de quedar necesaria-
mente empeñado con el perjuicio de
los afectados. Aquí aparece precisa-
mente el otro término de la relación a
que da lugar la intervención estatal y
surgen los derechos de los particula-
res, que deben tomarse en considera-

ción con la actuación administrativa de
los intereses públicos.

A los efectos anteriores cabe esta-
blecer, como señala el autor, fórmulas
de aprovechamiento de los recursos, de
acceso de la ganadería y de sistemas
compensatorios, y a ello tiende la figu-
ra del Plan director territorial de coor-
dinación que se va imponiendo en las
nuevas leyes especiales sobre parques
nacionales, así las recientes Leyes 3
y 4/1981, de 25 de marzo, que establecen
la confección de Planes Rectores de uso
y gestión para los Parques de Farajo-
nay, en la Isla de la Gomera, y de la
Caldera de Taburiente, en la Isla de la
Palma, que, respectivamente, crean las
leyes citadas. Con esta ordenación te-
rritorial se consigue la armonización
de los conflictos que la clasificación de
parque podría hacer aflorar entre el
interés general que su instauración pre-
tende y los intereses locales que van a
sentir el sacrificio que se deriva de
las restricciones a la utilización del te-
rritorio afectado; en todo caso la se-
ñalada armonización resulta precisa
en aplicación del principio de igualdad
y las citadas leyes señalan al respecto
que «serán indemnizables las limita-
ciones a la propiedad que se establez-
can en relación con los usos permiti-
dos en el suelo no urbanizable».

La importancia del tema tratado que-
da destacada por el rango de las nor-
mas que vienen regulando el tema de
los parques nacionales de manera com-
prensiva ai incluir fines de conserva-
ción de la naturaleza, de goce público
y los de promoción socioeconómica;
ello ha de servir de pauta para otras
categorías de espacios naturales que ex-
cluyen indiscriminadamente fines tales
como el goce público o se limitan a
atender los que se relacionan con la
estricta tutela o conservación de la na-
turaleza.

Después de analizar el anterior ré-
gimen de tutela de los espacios natu-
rales protegidos, el autor realiza un
minucioso estudio de la teoría de la
indemnización en razón de las situa-
ciones patrimoniales que puedan que-
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dar afectadas por el mismo, y dicha
investigación va precedida de una de-
tallada consideración de la figura del
dominio público para determinar la
procedencia del planteamiento del tema
indemnizatorio, y entra luego en el te-
ma de la responsabilidad patrimonial
de la Administración.

El estudio de la organización admi-
nistrativa de los espacios naturales
protegidos da oportunidad al autor pa-
ra hacer una crítica de la dispersión
de competencias en múltiples departa-
mentos y organismos, sugerir una or-
ganización global del tema y analizar
las experiencias italianas y francesas
en comparación con las funciones que
realiza el ICONA como complejo or-
ganizativo que lleva a cabo la inter-
vención administrativa sobre el espacio
natural protegido.

Por último, frente al criterio de atri-
bución competencial exclusiva al Esta-
do sobre la materia, que aparece en
la Ley de Espacios Naturales Protegi-
dos de 1975, analiza el autor la inci-
dencia que pueda tener sobre el parti-
cular la configuración territorial nue-
va que aparece con la Constitución y
las competencias que ésta reconoce a
las Comunidades Autónomas, llegando
a la conclusión de la conveniencia de
que queden determinados unos princi-
pios o base a los que habrá de ajus-
tarse la legislación de los espacios na-
turales protegidos que pueda emanar
de las Comunidades. A dichos efectos
se propugna la aprobación de una ley
marco sobre protección de los espacios
naturales que enmarque las políticas
concretas de las Comunidades Autóno-
mas sobre la materia.. Igualmente su-
giere el autor una transformación del
ICONA en el sentido de reducir su
complejidad burocrática y funcional
con motivo de las transferencias de ser-
vicios y recursos a las Comunidades
para reducirse a unas precisas e im-
portantes funciones de tipo planifi-
cados.

La falta de experiencia sobre la rea-
lidad de la incidencia competencial de
las Comunidades Autónomas sobre la

protección de la naturaleza da final-
mente al autor la oportunidad de hacer
un detallado análisis de la realidad
italiana sobre el tema, por tratarse de
un país cuyo modelo de organización
territorial ha sido tenido en cuenta por
el constituyente español, además de
que la doctrina italiana ha tratado ya
con amplitud la cuestión.

J. HERNANDO DELGADO

MARTÍNEZ LAFUENTE, Antonio: Manual
del Impuesto sobre Transmisiones pa-
trimoniales y Actos jurídicos docu-
mentados (Ed. Ministerio de Hacien-
da), 816 págs., Madrid, 1980.

Dentro de la andadura de la reforma
de nuestro sistema fiscal, que tiene co-
mo antecedente más inmediato la Ley
de Medidas Urgentes de Reforma Fiscal
de 1977, se inserta la Ley 32/1980, de
21 de junio, reguladora del Impuesto
sobre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Jurídicos Documentados.

La entrada en vigor de esta ley ha
servido para que MARTÍNEZ LAFUENTE,
Abogado del Estado, publicara la se-
gunda edición de su manual Impuesto
sobre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Jurídicos Documentados. En la
primera edición, el objetivo era cubrir
el hueco bibliográfico existente y ser-
vir de guía a los alumnos de la Escue-
la de Inspección Financiera y Tributa-
ria. Este nuevo Manual, aunque sobre
los pasos del primero, adquiere unos
perfiles sustancialmente distintos. De
una parte, el análisis se centra en un
objeto distinto; de otra, se ha enri-
quecido la primitiva obra con una se-
rie de aportaciones doctrinales y bi-
bliográficas.

Como dice, con razón, MATEU-ROS CE-
REZO, la Ley 21 de junio de 1980 con-
sagra la existencia del Impuesto sobre
Transmisiones Patrimoniales y Actos
Jurídicos Documentados, y lo inserta
en el nuevo esquema de la imposición
indirecta. Dentro de la clasificación
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de los impuestos en directos e indirec-
tos —que en opinión de algunos res-
ponde a un planteamiento más econó-
mico que jurídico—, el sistema fiscal
español ha experimentado una evolu-
ción, que en ningún momento ha apun-
tado a la supresión de la imposición
indirecta.

MARTÍNEZ LAFUENTE realiza en su Ma-
nual algo más que el simple estudio
de las disposiciones que componen la
nueva ley reguladora del impuesto, ta-
rea que, en sí misma, sería ya sufi-
cientemente importante.

La primera parte de la obra, deno-
minada Introducción, enmarca de ma-
nera general la vida de este nuevo im-
puesto y los problemas y perspectivas
que plantea. Antes de pasar al estudio
directo del articulado de la Ley 32/
1980, realiza el autor un enfoque doc-
trinal del mismo, donde se analizan la
capacidad de pago, el grado de racio-
nalidad del impuesto y su comparación
con el resto de los componentes del
sistema tributario.

De todos estos temas queremos resal-
tar el que atañe a la capacidad de
pago. Nos recuerda el autor la opinión
de NEUMARK, vertida en su obra Princi-
pios de la imposición, según la cual son
numerosos los sistemas fiscales en los
que siguen existiendo los impuestos de
tráfico y cómo la relación que guarda
la capacidad individual de pago es siem-
pre conflictiva en su determinación,
llegando a la conclusión de que este
tipo de impuestos nacen fundamenta-
dos en una naturaleza típicamente fis-
cal, sin que haya razones de otro tipo
que abonen su existencia, ya que el
capital mobiliario queda suficientemen-
te gravado por los impuestos directos
de renta y de patrimonio. Abundando
en la misma idea, el autor reseña la
opinión del profesor PALAO TABOADA, que,
refiriéndose de una manera general a
los tributos, aduce que el principio de
capacidad contributiva no es de apli-
cación a todos ellos a pesar de que se
intenta forzar la interpretación de los
textos legales para que el citado prin-
cipio se vea generalmente reflejado.

Sin rebatir este tipo de planteamien-
to, MARTÍNEZ LAFUENTE añade el dato de
que junto a la capacidad contributiva
hay que tener presente el sentido ins-
trumental que puede tener un impues-
to, siendo éste el caso del de Transmi-
siones Patrimoniales y Actos Jurídicos
Documentados, que, a su juicio, está
vinculado de manera directa al marco
institucional de garantías de la pro-
piedad.

El grado de racionalidad del impues-
to, inserto en la categoría general de
aquellos que gravan los movimientos
de capital ha sido puesto en tela de
juicio por las más autorizadas opinio-
nes, entre las que encontramos la del
informe NEUMARK, del que el autor
transcribe las siguientes palabras: «Los
impuestos que gravan los movimientos
de capital no son, en general, elemen-
tos de un sistema fiscal racional en el
sentido moderno de la palabra.» En
este mismo informe se recomienda ir
aligerando este tipo de impuestos con
el deseo de que acaben siendo rempla-
zados por un canon.

En la línea de estas recomendacio-
nes valora MARTÍNEZ LAFUENTE la Ley
32/1980, que, a su juicio, supone un
avance en la equiparación de nuestro
sistema fiscal con la de los países eu-
ropeos comunitarios. En el prólogo de
la obra matiza el profesor ALBIÑANA
que, a pesar del juicio doctrinal nega-
tivo sobre esta clase de impuestos, los
países siguen manteniéndolos en sus
respectivos sistemas, añadiendo que sir-
ven a Ja política económica y tienen
funciones correctoras sobre otros tri-
butos.

La relación que presenta este impues-
to con el resto de los componentes tri-
butarios lleva al análisis de la conve-
niencia de que subsistan al tiempo el
indirecto analizado y el Impuesto so-
bre el Patrimonio.

Siguiendo las pautas del llamado
«Libro Blanco», el legislador ha optado
por la subsistencia de ambos, y para
MARTÍNEZ LAFUENTE el criterio resulta
correcto, propugnando, sin embargo,
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el establecimiento de criterios de in-
terconexión que eviten que el contri-
buyente pague dos veces por el mismo
concepto.

Dentro de la misma parte introduc-
toria ofrece el autor las principales in-
novaciones que presenta la regulación
del Impuesto.

En primer lugar señala, como nove-
dad principal, la simplificación experi-
mentada por el nuevo texto legal, que
presenta en relación con el anterior
una serie de modificaciones, agrupa-
das clasificándolas en materiales y
formales. El primer apartado incluye
la reducción del número de hechos im-
ponibles por haberse eliminado los ac-
tos de prórroga, modificación, extin-
ción, etc. . En segundo lugar destaca
que las transmisiones verificadas a tí-
tulo gratuito no son gravadas, redu-
ciéndose el ámbito de aplicación a las
onerosas. El tráfico empresarial inmo-
biliario queda también excluido, limi-
tándose asimismo la lista de beneficios
fiscales.

En el ángulo formal, el cuadro san-
cionatorio se ha remitido a lo dispues-
to por la Ley General Tributaria, y la
fijación de las bases imponibles se de-
terminará a partir de ahora a través
del articulo 6." de la Ley de Patrimo-
nio Neto.

A pesar de las simplificaciones rese-
ñadas, MARTÍNEZ LAFUENTE opina que,
después de contemplar el impuesto de
una manera global, esta simplificación
se puede poner en tela de juicio. Son
tres las argumentaciones a través de
las cuales llega a esta conclusión. En
primer lugar, la existencia de un Re-
glamento que debe desarrollar el con-
tenido de la Ley, el imperativo de dic-
tar un texto refundido que en nada
abona la sencillez y la claridad. En se-
gundo lugar, el hecho de que en la
nueva regulación el gravamen sobre
actos jurídicos documentados quede
muy potenciado. En último lugar, y
con referencia a la remisión que se
hace para fijar la base imponible al
Impuesto de Patrimonio, se matiza que
esta remisión no es tan general como

se podía suponer, debido a la existen-
cia de numerosas disposiciones que son
específicas de la Ley.

Tras la simplificación, otra de las
novedades en la nueva regulación es la
supresión de las adquisiciones gratui-
tas, aunque tal supresión tampoco se
establece de manera general, puesto
que sólo es aplicable a las transmisio-
nes patrimoniales.

La exclusión del tráfico empresarial
• en la parte que todavía estaba sujeto
a este impuesto es, para MARTÍNEZ LA-
FUENTE, una de las notas más caracte-
rísticas del nuevo régimen jurídico del
impuesto.

El contenido del impuesto, su obje-
to, los caracteres que presenta y el ám-
bito temporal en que se desarrolla, po-
nen el punto fjnal a la parte introduc-
toria en la que MARTÍNEZ LAFUENTE ha
conseguido establecer una panorámica
general que permite al lector, aun al
no avezado en la materia, entender sin
dificultades el articulado de la nue-
va ley.

El resto de la obra se estructura
atendiendo al triple contenido del im-
puesto, «las transmisiones patrimoniales,
onerosas», «las operaciones societarias»
y «los actos jurídicos documentados»
que reciben un tratamiento unitario en
paralelo, como el mismo autor indica,
a la sistemática de la ley.

MATEU-ROS CEREZO, refiriéndose a la
ley reguladora del Impuesto de Trans-
misiones Patrimoniales y Actos Jurídi-
cos Documentados, dice: «La nueva
ley fiscal de transmisiones plantea nu-
merosos interrogantes interpretativos.
Un simple intento de formular los prin-
cipios inspiradores de la legislación vi-
gente, en cuanto puede conllevar un
aspecto innovador ofrece ya expresas
dificultades...» Estas palabras resultan
significativas para comprender la difi-
cultad objetiva a la hora de analizar
las disposiciones del articulado de la
nueva ley. Sin embargo, MARTÍNEZ LA-
FUENTE ha logrado, a través de una ex-
posición pormenorizada, ir desentra-
ñando los problemas que_ se suscitan.
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Basta observar el índice de la obra
para comprobar la minuciosidad del
estudio llevado a cabo: junto a la nor-
mativa reguladora se exponen las opi-
niones doctrinales que se han suscita-
do, así como la jurisprudencia a la que
ha dado lugar. Sin demérito para el
resto del contenido, son las operacio-
nes societarias las que, a nuestro jui-
cio, han recibido un tratamiento espe-
cial, justificado si tenemos en cuenta
que la tributación de estas operacio-
nes es una de las novedades introdu-
cidas por la ley. Puntualiza el autor
que salta a la vista que estas opera-
ciones han dejado de estar integradas
en las transmisiones patrimoniales one-
rosas, para pasar a ser un hecho im-
ponible autónomo.

Concluye la obra con tres anexos le-
gales que facilitan la tarea al lector:
el texto de la Ley 32/1980, de 21 de ju-
lio, la Ley 41/1980, de 5 de julio, de
medidas urgentes de apoyo a la vivien-
da, y con la Circular núm. 5/1980, de
4 de julio, de la Dirección General de
lo Contencioso del Estado.

M. VELILLA CALAFELL

PIZZETTI, F.: Rigiditá e garantismo nella
Constituzione spagnola. Torino, 1979,
238 págs.

Tras la aprobación de la Constitu-
ción española de 1978, la ciencia jurí-
dica de nuestro país, y en especial
aquella que se ocupa del Derecho Pú-
blico, tuvo ante sí un enorme campo
de estudio y de reflexión, por lo de-
más no sólo centrado en el texto cons-
titucional sino ampliado a todas aque-
llas partes del ordenamiento que se
veían trastrocadas por la norma fun-
damental. De nuevo podían volverse
los ojos hacia algo propio, y el derecho
comparado pasaba a utilizarse con fines
instrumentales, para iluminar el orde-
namiento español, y no para citarse co-
mo modelo a seguir.

No cabe duda, sin embargo, que to-
dos los ordenamientos constitucionales

europeos de corte continental guardan
una estrecha interrelación y que, pre-
cisamente por ello, las referencias a
otros sistemas es algo frecuente en los
estudios sobre un determinado régimen
constitucional. Además, cada sistema
se sustenta en los anteriores, de los
cuales constituye un desarrollo, proce-
so evolutivo éste que sólo se rompe
por los cortes revolucionarios que su-
ponen el inicio de un proceso diverso.
La reciente Constitución española no es
una excepción y no es difícil determi-
nar cuáles han sido sus fuentes de ins-
piración más inmediatas y concretas,
sin olvidar el «ambiente cultural-jurí-
dico» en el que se ha gestado, y que
supone ya un condicionamiento gene-
ral. El buscar y rastrear las influencias
es tarea ya realizada, aunque quizá al-
gún autor se ha excedido en su celo
detectando en nuestra norma funda-

. mental reflejos de los textos constitu-
cionales más remotos y desconocidos.

En cualquier caso, el Derecho com-
parado es útil y necesario, y en nues-
tro país debe reforzarse su estudio, si
bien ahora con el fin inmediato de
comprender y desarrollar mejor el pro-
pio sistema constitucional.

Estas reflexiones acerca de la nueva
situación de los estudios de Derecho
constitucional me surgían al empezar a
leer el libro del profesor PIZZETTI, en
el que se refleja, desde otra vertiente,
este cambio de orientación. Es un pro-
fesor italiano el que se decide a estu-
diar, con profundidad y detenimiento,
la Constitución española, utilizando
para ello los bagajes de su formación
jurídica en Derecho público y ofrecien-
do continuas referencias a la regula-
ción de los problemas que va detec-
tando en otros sistemas jurídicos eu-
ropeos (en particular, Francia y Ale-
mania). La Constitución española . es,
pues, objeto de interés para el consti-
tucionalista extranjero, y si hace poco
se recibía muy elogiosamente en nues-
tro país el trabajo del profesor VAN-
DELLI, VOrdinamento regionale spagno-
lo, hoy podemos dar constancia de otro
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notable estudio sobre nuestra norma
fundamental. En este orden de consi-
deraciones generales debe igualmente
señalarse que son precisamente los es-
tudiosos italianos los que han demos-
tratado una sensibilidad más inmedia-
ta por la evolución jurídica de nuestro
país. El mismo acerbo cultural y la
estrecha relación entre los profesores
de uno y otro país justifican este he-
cho, pero además entiendo que la Cons-
titución española de 1978 viene a ce-
rrar un círculo que se inició con la
Constitución republicana de 1931, su
influencia sobre la italiana de 1947 y
el regreso final al texto español de
1978. No extraña, pues, que italianos y
españoles se sientan atraídos por el or-
denamiento respectivo del país vecino.

Entrando ya en lo que es este libro
del profesor PIZZETTI, publicado en la
que parece ser una edición provisional,
que esperamos sea pronto definitiva y
alcance la difusión que se merece, hay
que decir que se trata de la primera
parte de un proyecto de mayor alcance
dirigido a estudiar las técnicas de ga-
rantía del sistema constitucional. El
sistema clásico de garantía de la Cons-
titución, el Tribunal Constitucional,
será el objeto de un próximo trabajo,
mientras que en esta primera parte se
aborda el proceso de reforma de la
Constitución y los vínculos impuestos
al legislador ordinario a través de ma-
yorías reforzadas, es decir, la técnica
de las Leyes Orgánicas, como fórmula
que exige que ciertas materias queden,
en todo caso, al margen de la decisión
de grupos coyunturales minoritarios, al
mismo tiempo que como técnica que
permitió desarrollar el texto constitu-
cional en aquellos puntos en los que
los constituyentes se encontraron atas-
cados. En este sentido, la ley orgánica
es una forma de garantizar el conte-
nido de la Constitución frente a las
mayorías del momento, al mismo tiem-
po que es un instrumento de rigidez
del sistema, pues agrava el procedi-
miento de aprobación de las leyes or-
dinarias, pero también da elasticidad
en cuanto permitió atribuir al legisla-

dor decisiones que hubieran podido re-
cogerse y congelarse jerárquicamente
en el texto constitucional.

El libro comentado, por otra parte,
fue escrito inmediatamente después de
aprobada la Constitución, y no ha po-
dido recoger ni la bibliografía españo-
la más reciente (muy escasa, por lo
demás, en el libro de PIZZETTI en rela-
ción a temas generales, lo que pone
de relieve los límites de la teoría jurí-
dico-constitucional existente en nues-
tro país), ni aquellas últimas noveda-
des legislativas o jurisprudenciales di-
rectamente relacionadas con el tema
estudiado. Concretamente, la Ley Or-
gánica del Tribunal Constitucional y
su polémico artículo 28, 2, en relación
a las Leyes Orgánicas, y la Sentencia
de dicho Tribunal sobre la Ley Orgá-
nica por la que se regula el Estatu-
to de Centros Docentes, Sentencia de
13 de febrero de 1981. Sin duda, este
tema de las Leyes Orgánicas ha pro-
ducido ya una abundante literatura en
nuestro país, y la doctrina del Tribu-
nal Constitucional es hoy un elemento
interpretativo de máxima importancia.
Pero las observaciones de PIZZETTI si-
guen siendo válidas. En relación al
otro tema de su libro, la revisión cons-
titucional, no existe un tratamiento
doctrinal tan importante hasta el mo-
mento, si bien ya se ha puesto de ma-
nifiesto en la breve historia constitu-
cional española algo que apunta al au-
tor del libro. Cuando se pretende la
revisión total de la Constitución las
garantías jurídicas son un débil ins-
trumento frente a la fuerza de otros
poderes que no aceptan las reglas del
juego. En definitiva, nadie puede ne-
gar el interés de los temas que se es-
tudian en la obra comentada.

Pero vayamos ya al contenido de los
dos grandes capítulos. En el primero
se estudia, como he dicho, el mecanismo
jurídico de la revisión constitucional,
centrado en los artículos 167 a 169 de
nuestra Constitución. Destaca el autor
la peculiaridad de la existencia de dos
procedimientos diversos, uno de forma
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parcial y otro de forma totaJ, prestando
especial atención al segundo. Este se
contiene en el articulo 168, en el cual,
al mismo tiempo que se determina un
-núcleo duro», o de reforma reforzada,
se establece el mecanismo para la refor-
ma total. En este punto se contienen las
observaciones más interesantes, señalan-
do el autor cómo esta revisión total es
ejercicio del poder constituido y no del
constituyente, añadiendo, en contra de
las opiniones de ALZAGA, que no existe
limite material alguno al poder de re-
visión. Precisamente la instauración de
un proceso reforzado para revisar cier-
tos temas, así como la peculiaridad del
mismo, son los argumentos que esgri-
me PIZZETTI frente a las tesis de ALZA-
GA. Para el primero de estos autores
el artículo 168 y la posibilidad de una
reforma total son un elemento carac-
terístico de la Constitución española,
que se aparta de aquellas otras Cons-
tituciones que entendiendo el poder
de revisión como poder derivado sos-
tienen la imposibilidad legal de supe-
rar el ordenamiento creado por el texto
constitucional. Por tanto, el único lí-
mite será el que califica de «circuns-
tancial», o temporal, es decir, el dis-
puesto en el artículo 169. También este
precepto es objeto de análisis detalla-
do, destacando la prohibición de ini-
ciar la reforma constitucional en tiem-
pos de guerra o de vigencia de los
estados de excepción, alarma o sitio.
Estos últimos estados, dice, no son ya
situaciones de hecho, sino que preci-
san una calificación jurídica, entonces
inexistente, pero hoy a punto de con-
cretarse a través del Proyecto de Ley
Orgánica en curso.

La conclusión final es que el sistema
de revisión pone de manifiesto la vo-
luntad garantista del constituyente, al
exigir dos procedimientos complejos
para llevar a cabo la reforma del texto
constitucional. Esta confianza en la
norma jurídica llega hasta el extremo
de articular el procedimiento de revi-
sión total, de forma que al poder de-
rivado o constituido se convierte de
hecho en poder constituyente. El proce-

so de reforma política española, el
tránsito de la dictadura a la democra-
cia a partir de unas mismas normas y
sin una ruptura ordinamental parece
estar en la base de esta peculiaridad
de la Constitución vigente.

En el segundo capítulo se estudia la
técnica de las leyes orgánicas, ponien-
do especial interés en determinar su
ámbito material. Con carácter general
destaca PIZZETTI cómo este tipo de nor-
ma jurídica supone un potenciamiento
de los partidos, al evitar el dominio
parlamentario de minorías mayoritarias,
y cómo supone igualmente un olvido
del Senado y un potenciamiento de la
Cámara baja. Pero el autor del libro
se interesa principalmente por delimi-
tar el ámbito de competencia de esta
norma jurídica, analizando exhaustiva-
mente los tres grandes grupos en que
divide su extensión material: desarro-
llo de las libertades y derechos funda-
mentales, Estatutos y régimen electoral
y resto de materias expresa y puntual-
mente señaladas por la Constitución.
De los tres grupos, sin duda, el primero
es el que ofrece una mayor complejidad
e interés.

Ya en la última parte del libro se
entra en la zona comprometida, en el
auténtico campo de batalla doctrinal.
PIZZETTI no duda en pronunciarse sobre
la relación entre Ley Orgánica y Ley
Ordinaria, apuntándose a la corriente
que ve en estas dos normas un reparto
competencial y no una ordenación je-
rárquica. Ciertamente en este punto
puede afirmarse que las intuiciones e
ideas del autor han sido ya desbor-
dadas por la propia complejidad del te-
ma y por algunos datos concretos, como
la LOTC y la Sentencia antes citada
del Tribunal Constitucional, si bien una
y otra no dejan de ser confusas en al-
gunos de sus puntos. En cualquier caso,
la Sentencia aludida, que no cita en
ningún momento el artículo 28,2 de la
LOTC, parece orientarse también por
el criterio competencial, al decir que
«la concepción formal de la Ley Orgá-
nica podía producir en el ordenamiento
jurídico una petrificación abusiva en
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beneficio de quienes en un momento
dado gozasen de la mayoría parlamen-
taria suficiente y en detrimento del ca-
rácter democrático del Estado». Por ello,
continúa la Sentencia, «hay que afirmar
que si es cierto que existen materias
reservadas a Leyes Orgánicas también
lo es que las Leyes Orgánicas están re-
servadas a estas materias y que por
tanto sería disconforme con la Cons-
titución la Ley Orgánica que invadiera
materias reservadas a la Ley ordinaria».
Las ideas del autor son, pues, recogi-
das en este punto, si bien el Tribunal
Constitucional se extiende luego en
otras consideraciones y parece admitir
la extensión de la Ley Orgánica a las
materias que denomina conexas, en re-
lación con las cuales se produce una
congelación de rango (aquí parece in-
troducirse la idea de jerarquía) en de-
fensa de la seguridad jurídica. No obs-
tante, la propia Ley Orgánica o el Tri-
bunal Constitucional pueden señalar
aquellos puntos en los que la Ley ordi-
naria derogue o modifique la Ley Or-
gánica. Diríamos, pues, que el criterio
de jerarquía y competencia actúan de
forma combinada. Especial importancia
tiene el tema si se repara en la estruc-
tura autonómica del Estado, pues el
criterio de ordenación de fuentes su-
pone reconocer un mayor o menor pro-
tagonismo a la Ley de las Comunidades
Autónomas, que en ningún caso será
orgánica. Aquí entra en juego otro re-
parto competencial que se añade al de
Ley Orgánica y ley Ordinaria. Ahora
deben, además, tenerse presentes las
materias propias del Estado y aquellas
de las Comunidades Autónomas. Pero
éste es un tema que PIZZETTI no aborda
en su estudio.

En resumen, pues, el libro comenta-
do supone una importante aportación
al panorama de la literatura jurídico-
constitucional española, aunque nos lle-
gue desde Italia. El cuidado en el estu-
dio de los preceptos constitucionales,
el impresionante aparato de citas que
acompaña al texto y el exquisito razo-
namiento jurídico del autor, aconsejan
la lectura de este libro, que se sitúa

en la avanzadilla de los estudios mono-
gráficos sobre nuestra Constitución.

J. TORNOS MAS

SOSA WAGNER, Francisco, y otros:
XVII temas de Derecho Urbanístico.
El curso de Oviedo, Oviedo, Ed. Co-
legio Oficial de Aparejadores y Arqui-
tectos Técnicos de Asturias, 1980,
379 págs.

1. Dirigidas por el profesor de la
Universidad de Oviedo Francisco SOSA
WAGNER se desarrollaron en Oviedo, du-
rante el mes de enero de 1980, unas
«Jornadas de Derecho Urbanístico» pa-
trocinadas por el ente preautonómico
Consejo Regional de Asturias y el Cen-
tro de Ordenación del Territorio y Me-
dio Ambiente (CEOTMA), del Ministe-
rio de Obras Públicas y Urbanismo.
Participaron en las Jornadas destaca-
dos especialistas en urbanismo, cuyas
palabras, afortunadamente, han podido
ser recogidas, transcritas y publicadas,
merced a los buenos oficios del Cole-
gio de Aparejadores asturiano, editor
de las diecisiete conferencias pronun-
ciadas.

Los textos guardan el frescor, la es-
pontaneidad y en ocasiones también la
premura, el afán de síntesis, la cerca-
nía propios del mensaje oral. En cuan-
to a su contenido, supone un repaso
bastante completo de las cuestiones
fundamentales del Derecho Urbanís-
tico.

Tomás Ramón FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ
abre los estudios con el tema Partici-
pación ciudadana en el planeamiento,
tema sugestivo sobre el que el Regla-
mento de Planeamiento ha aportado im-
portantes innovaciones que el autor
destaca. Ramón MARTÍN MATEO se ocu-
pa de Los planes directores territoria-
les de coordinación, a los que sitúa
entre las técnicas de planificación re-
gional, señalando sus virtualidades, pe-
ro también las dificultades y proble-
mas que suscitan en la actualidad. Al-
fredo VILLA GONZÁLEZ trata de las Com-
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petencias urbanísticas de las Comuni-
dades Autónomas, con especial inci-
dencia en la temática autonómica as-
turiana. Luis CLÍMENT analiza los as-
pectos más significativos de las Nor-
mas de ordenación complementarias y
subsidiarias del planeamiento. Luciano
PAREJO ALFONSO, con la soltura y pro-
fundidad habituales, estudia el fre-
cuente supuesto de los Municipios sin
plan general. Rafael GÓMEZ-FERRER MO-
RAKT intenta dar una solución a un
problema de gran trascendencia prác-
tica, en la conferencia titulada La
adaptación de los planes geserales: dis-
minución del contenido del derecho de
propiedad e indemnización. Enric ARGU-
LLOL MURGADAS se ocupa de El planea-
miento parcial. Luis ARCE MONZÓN de Los
planes especiales. Martín BASSOLS COMA
enlaza con la conferencia anterior al tra-
tar de un Upo de plan especial, Los pla-
nes de reforma interior y rehabilita-
ción de centros urbanos, objeto de de-
bates jurídicos en cuanto a su natu-
raleza y contenido y de polémica ciu-
dadanas por lo que se refiere a su
necesidad. José Ramón PARADA VÁZQUEZ
trata de los graves problemas que des-
de la Ley del Suelo de 1956 rodean al
entonces llamado suelo rústico, en la
conferencia titulada Urbanizaciones
privadas y suelo no urbanizable. José
Luis CASTRO TRONCOSO diserta de un te-
ma que le es muy conocido, La sus-
pensión del otorgamiento de licencias.
Pedro J. SANZ BOIXARÉU estudia una de
las innovaciones más destacadas de la
Ley de Reforma de 1975, Los sistemas
generales de la urbanización urbanís-
tica del territorio. Manuel DELGADO IRI-
BARREN, El sistema de compensación.
Francisco PERALES MADUEÑO analiza El
sistema de expropiación. Jerónimo ARO-
ZAMENA SIERRA, trata de Las valoraciones
urbanísticas, conforme al Reglamento de
Gestión Urbanística. Alfonso PÉREZ MO-
RENO incide en el discutido tema de La
acción de los Colegios profesionales en
materia de urbanismo. Y, para termi-
nar, José Luis GONZÁLEZ-BERENGUER tra-
ta de Lo financiación del urbanismo.

Como puede verse, prácticamente to-
dos los temas puntuales y básicos del
Derecho urbanístico reciben tratamien-
to en estas diecisiete conferencias; de
ahí que el volumen lleve el subtítulo
de «El curso de Ovielo». Un curso de
vocación pluralista, por la variedad de
conferenciantes que en él intervinieron
y que será, sin duda, de gran utilidad
para cualquier persona interesada en los
aspectos jurídicos del urbanismo.

2. Los estudios de Derecho Urbanís-
tico han alcanzado en nuestra doctrina
un alto nivel, tanto en cantidad como
en calidad. Las conferencias recogidas
en el volumen son claro testimonio de
ello. Pero la solidez científica de la
disciplina no se ve acompañada por
una práctica urbanística concordante.
Así lo atestigua expresamente el di-
rector del curso de Oviedo: «Triste rea-
lidad de la Ordenación urbana españo-
la como holgadamente demuestra un
modesto paseo que se haga por cual-
quier ciudad de nuestro país». El urba-
nismo real no es el de la Ley del Suelo:
el mecanismo principal sobre el que
descansa todo el sistema, la planifica-
ción, escasamente alcanza a los nú-
cleos más importantes de la nación; la
vigilancia del cumplimiento de la lega-
lidad urbanística es escasa, cuando no
cobra ribetes de connivencia con inte-
reses privados que debieran ser inde-
fendibles por una autoridad pública;
los escapes de la ordenación, las inter-
prestaciones alambicadas y desviadas de
la finalidad que persiguen los precep-
tos, son habituales...

Ese pesimismo que produce la contem-
plación de la realidad urbanística se
refleja, en ocasiones con caracteres agu-
dos, en los participantes en el curso
de Oviedo. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ lo re-
laciona con la situación de crisis eco-
nómica; MARTÍN MATEO, sin olvidar la
perspectiva anterior, acentúa las difi-
cultades técnicas; PAREJO ALFONSO trata
de combatir determinadas desviaciones
de la práctica; GÓMEZ-FERRER constata
las facetas negativas de la ordenación
urbanística surgida en el periodo 1956-
1975; en este sentido, ARGULLOL propor-
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ciona un dato escalofriante: en el pe-
ríodo de diez años, que transcurre des-
de 1953 en que se aprobó el plan gene-
ral de Barcelona y su comarca, hasta
1963, a través de planes parciales se
consiguió reducir la mitad de la super-
ficie de parque público prevista por el
plan general; ARCE MONZÓN hablará de
los que denomina «pecados capitales
del urbanismo»; BASSOLS insiste en la
insuficiencia del régimen urbanístico
común para abordar la reforma inte-
rior de los centros urbanos, tratando
de la necesidad de una legislación com-
plementaria especifica; PARADA califica
en términos muy duros —justificada-
mente— los abusos y disfunciones pro-
ducidas por las urbanizaciones priva-
das; AROZAMENA resalta la desconfian-
za del propio legislador en las formas
de valoración contenidas en las nor-
mas; PÉREZ MORENO destaca las circuns-
tancias sociales que conducen al incre-
mento de la actividad de los Colegios
profesionales en garantía de las nor-
mas urbanísticas...

Existe, por tanto, un juicio global
muy poco favorable para la realidad
urbanística; un pesimismo en la doc-
trina que tiene fundamentos serios;
una crítica negativa de conjunto que
requiere una respuesta urgente. Res-
puesta que compete dar, precisamente,
a las autoridades urbanísticas. Convie-
ne decirlo expresamente, porque en oca-
siones se tiende a identificar el desas-
tre de la realidad urbanística con la
actividad de los juristas; lo que resulta
inadmisible. Si la disciplina urbanística
no ha acertado a dar solución a los pro-
blemas de nuestras ciudades no es por
faltas, defectos o supuestos intereses
inconfesables de los estudiosos del De-
recho. Buena prueba de ello reside en
ese pesimismo que, como tónica gene-
ral, reflejan las conferencias de que ha-
blamos.

;¡. La Constitución de 1978 ha aporta-
do, como es sabido, una radical nove-
dad en la organización territorial, al
sentar las bases del llamado Estado de
las Autonomías. En el tema del urba-
nismo, las Comunidades Autónomas, en

virtud de lo dispuesto en el articulo
148, 1, 3 ° del texto fundamental, están
llamadas a desempeñar un papel bási-
co. La realidad del urbanismo, la res-
puesta urgente que necesita, va a de-
pender, por tanto, en buena medida, de
la actitud que ante su problemática
adopten las Comunidades Autónomas.

Mucho se ha hablado y se ha escrito
acerca de las potestades de que estarán
dotadas esas Comunidades. Para deter-
minados sectores, la generalización de
la potestad legislativa ha sido una rei-
vindicación constante que al fin, y con
buena lógica constitucional en mi opi-
nión, parece haber prevalecido. Sin em-
bargo, cuando se habla de Comunidades
Autónomas y urbanismo, el elemento
que debería ser destacado no es pre-
cisamente el que corresponde al ejer-
cicio de las competencias legislativas,
en la medida en que éstas pueden de-
senvolverse, sino más bien el referido
al nivel de gestión. Llevar a la prácti-
ca el urbanismo teórico de la Ley del
Suelo sería el mejor logro a que pueden
aspirar, en esta materia, las Comuni-
dades Autónomas. Planificar y ejecu-
tar el planeamiento. Actuar. Sostener
el interés público por encima de los
múltiples y contradictorios intereses
privados que confluyen en los temas
urbanísticos. Eso, y no modificaciones
de la normativa general —a salvo, las
estrictamente indispensables— es lo que
se está esperando de las autonomías.
Con la ventaja evidente de que la ma-
yor identificación de las autoridades re-
gionales con el territorio objeto de sus
competencias, ha de traducirse en un
mejor ajuste de las soluciones adopta-
das a las necesidades sociales.

En ese contexto, resulta todavía más
estimable el volumen comentado, al te-
ner su origen en unas Jornadas patro-
cinadas por el Consejo Regional Astu-
riano. Jornadas con las que se preten-
día colaborar técnicamente a la forma-
ción urbanística de políticos, funciona-
rios y profesionales asturianos, como se
pone de relieve en la introducción del
libro.

F. LÓPEZ RAMÓN
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